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Capítulo 8
El fin de los efectos 
generales en la justicia 
constitucional mexicana 
José María Lujambio1

Debido al carácter estructural y a la enorme trascendencia de varios de los 
aspectos que integran la reforma judicial mexicana de 2024, el tema de este 
capítulo ha pasado prácticamente desapercibido en la opinión pública nacio-
nal e internacional. Esto resulta en particular preocupante ya que constituye 
un retroceso en el alcance de la protección de los derechos y, en general, de la 
defensa del orden constitucional en nuestro país. Es posible que esto se deba, 
en cierta medida, a la relativa complejidad del tema para una cultura jurídica 
donde, por ejemplo, los medios de comunicación suelen reportar que alguien 
“se amparó” cuando, en realidad, sólo obtuvo la suspensión provisional o 
temporal de un acto de autoridad. 

Por ello, es necesario empezar con un breve repaso sobre en qué con-
sisten en conceto los ajustes que nos ocupan. En primer lugar, se modificó 
la Constitución para agregar un último párrafo a su artículo 105, que ahora 
establece lo siguiente: “Tratándose de controversias constitucionales o de 
acciones de inconstitucionalidad planteadas respecto de normas generales, en 

1	 Asesor jurídico y litigante para inversión extranjera en México, especializado en energía.
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ningún caso su admisión dará lugar a la suspensión de la norma cuestionada”. 
En realidad, estas reglas ya estaban y están previstas en la ley reglamentaria 
correspondiente, y ahora han sido elevadas a rango constitucional para evi-
tar que la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) pueda suspender 
la aplicación de normas generales bajo la justificación de atender a alguna 
finalidad constitucional superior. 

En términos básicos, las controversias constitucionales son juicios en los 
que la SCJN resuelve un conflicto competencial entre diversos órganos del 
Estado mexicano; por ejemplo, entre el titular del Ejecutivo federal y la 
Cámara de Diputados respecto a la posibilidad y el alcance del veto al pre-
supuesto federal anual. Por su parte, en las acciones de inconstitucionalidad, 
ciertos organismos contemplados en un listado predeterminado están legiti-
mados para plantear ante la SCJN la posible contradicción entre cierta norma 
de carácter general y la Constitución; por ejemplo, la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos respecto de leyes federales o locales o tratados inter-
nacionales, que vulneren derechos establecidos en el texto constitucional o 
tratados internacionales. Lo relevante, sin embargo, de acuerdo a la reforma 
judicial, es que en este par de procedimientos de regularidad constitucional 
ha quedado negada la posibilidad de que las normas generales impugnadas 
sean objeto de suspensión bajo cualquier circunstancia. 

Algo similar ocurrió en el caso del otro medio de control constitucional 
por antonomasia en el sistema jurídico mexicano: el juicio de amparo. Las 
fracciones II y X del artículo 107 constitucional fueron adicionadas para 
establecer que en juicios de amparo que resuelvan la inconstitucionalidad 
de normas generales, las sentencias no podrán tener efectos generales ni 
tampoco se podrán conceder suspensiones con dicho alcance.

Mediante el juicio de amparo, cualquier persona titular de un derecho o un 
interés individual o colectivo puede pedir la protección del Poder Judicial de 
la Federación en contra de normas generales, actos u omisiones de autoridad 
que violen los derechos humanos reconocidos por la propia Constitución y 
las garantías otorgadas para su protección. Para las personas que acuden al 
amparo resulta fundamental poder obtener la suspensión del acto reclamado, 
es decir, evitar su aplicación o consumación, hasta en tanto se resuelva sobre 
el fondo del asunto, cuando la naturaleza del acto lo permita y mediante el 
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análisis ponderado de la apariencia del buen derecho y del interés social por 
parte del juzgador. 

Desde que Mariano Otero, jurista y político, diputado constituyente en 
1842 y 1847, concibió el juicio de amparo en su diseño original a media-
dos del siglo XIX, las sentencias que se pronuncien en estos juicios sólo se 
ocupan de las personas quejosas que lo hubieren solicitado. Es decir, esta 
figura se limitaba a amparar y proteger sólo a los demandantes, si procedía 
su queja. De tal manera, el amparo sólo podía concederse para el efecto de 
restituir los derechos violados de los quejosos. Este principio de relatividad 
de las sentencias de amparo —también conocido como “fórmula Otero”— 
encuentra sustento ideológico en una concepción individualista, propia del 
pensamiento liberal clásico, predominante hace 150 años. 

Sin embargo, las reformas constitucionales de 2011, que incluyeron la am-
pliación del interés legítimo y la posibilidad de usarlo para defender derechos 
colectivos, es decir, aquellos que corresponden a una colectividad difusa, 
hicieron necesaria una modulación de este principio de relatividad, misma 
que se dio a través de un desarrollo jurisprudencial a lo largo de la última 
década, del cual vale destacar los criterios de ciertas tesis publicadas en 2018. 

Por un lado, siendo ponente el ministro Arturo Zaldívar, la Primera Sala 
de la SCJN reconoció, en el amparo en revisión 1359/2015, la necesidad de 
reinterpretar el principio de relatividad: “Así, el juicio de amparo que origi-
nalmente fue concebido para proteger derechos estrictamente individuales y 
exclusivos, ahora también puede utilizarse para proteger derechos con una 
naturaleza más compleja. Por esa razón, recientemente esta Primera Sala ha 
reconocido la necesidad de reinterpretar el principio de relatividad…”.2

A su vez, con la tesis denominada “Sentencias de amparo. El principio 
de relatividad admite modulaciones cuando se acude al juicio con un interés 
legítimo de naturaleza colectiva”, derivada del amparo en revisión 241/2018, 
la Segunda Sala de la SCJN advirtió que “si en los intereses colectivos o 
legítimos la afectación trasciende a la esfera jurídica subjetiva o individual 
de quien promovió un juicio de amparo, sería inadmisible suponer que por 

2	 Registro digital: 2016425. Instancia: Suprema Corte de Justicia de la Nación. Décima Época. 
Materia(s): Común. Tesis: 1a. XXI/2018 (10a.). Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación. Tipo: Tesis Aislada.
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esa cuestión se niegue la procedencia del medio de control constitucional, 
pretextándose la violación al principio de relatividad de las sentencias”.3 

Resalta por su puntualidad en la materia ambiental lo resuelto por la Pri-
mera Sala en el amparo en revisión 307/2016: “…la especial configuración 
del derecho a un medio ambiente sano exige la flexibilización de los distintos 
principios del juicio de amparo, entre ellos, la determinación de sus efectos 
(…) es necesario reinterpretar el principio de relatividad de las sentencias con 
el objeto de dotarlo de un contenido que permita la tutela efectiva del derecho 
a un medio ambiente sano a partir del reconocimiento de su naturaleza colec-
tiva y difusa (…) su interacción debe ser armónica, es decir, la relatividad de 
las sentencias no puede constituir un obstáculo para la salvaguarda efectiva 
del medio ambiente”.4

En el mismo sentido, en el amparo en revisión 610/2019, la Segunda Sala 
se enfrentó al análisis de la constitucionalidad de ciertas modificaciones a 
la Norma Oficial Mexicana sobre calidad de los petrolíferos y ordenó a la 
Comisión Reguladora de Energía dejarlas sin efectos. La sala sostuvo que 
la quejosa acudió en defensa de un interés legítimo de carácter abstracto 
y que importa a la colectividad más allá de la esfera jurídica de la propia 
quejosa. Así, los efectos de la protección constitucional no pueden referirse 
únicamente a la parte afectada, pues lo que está en juego es un bien jurídico 
que rebasa la lógica individual, que pertenece a un grupo, y es indivisible: 
el medio ambiente.5 

Más reciente, la Primera Sala retomó este tipo de argumentación y la 
robusteció notablemente en el amparo en revisión 79/2023, en el que cua-
tro asociaciones civiles impugnaron ciertos artículos del Código Penal del 
estado de Aguascalientes en materia de aborto. En esa oportunidad, la sala 
señaló que, a la luz de los principios pro persona, de tutela judicial efectiva 
y de supremacía constitucional, el efecto de la sentencia debía ser acorde al 

3	 Registro digital: 2017955. Instancia: Suprema Corte de Justicia de la Nación. Décima Época. 
Materia(s): Común. Tesis: 2a. LXXXIV/2018 (10a.). Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación. Tipo: Tesis Aislada.

4	 Registro digital: 2018800. Instancia: Suprema Corte de Justicia de la Nación. Décima Época. 
Materia(s): Común. Tesis: 1a. CCXCIV/2018 (10a.). Fuente: Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación. Tipo: Tesis Aislada.

5	 Cfr. Suprema Corte de Justicia de la Nación, Extracto del Amparo en Revisión 610/2019, 
Centro de Estudios Constitucionales, México, 2020.
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interés legítimo colectivo con el que las quejosas promovieron su juicio de 
amparo. Por lo tanto, el efecto del amparo no podía limitarse a que las normas 
penales reclamadas no pudieran ser impuestas a las asociaciones quejosas ni 
a sus asociadas, sino debía extenderse a ordenar que el Congreso local dero-
gue los artículos declarados inconstitucionales: “Solamente así, mediante la 
herramienta de una concesión amplia, se puede proteger de manera idónea 
los derechos de las mujeres y personas con capacidad de gestar a la salud re-
productiva e igualdad y no discriminación vulnerados de manera colectiva”.6 

El desarrollo jurisprudencial narrado hasta aquí surgió de la necesidad de 
brindar una tutela efectiva a derechos colectivos, en particular el derecho a 
un medio ambiente sano. En el caso del aborto en Aguascalientes, la SCJN 
optó por brindar una protección constitucional rápida y amplia a los derechos 
individuales a la salud reproductiva y a la igualdad y no discriminación, vio-
lados “de manera colectiva” por las normas penales impugnadas. 

Sin embargo, fueron otros casos de excepción al principio de relatividad 
de las sentencias de amparo, incluyendo las interlocutorias por las que se 
otorgan suspensiones, los que irritaron en especial al gobierno del presidente 
López Obrador, y que a la larga motivaron incluir este aspecto en la reforma 
judicial. Se trató de asuntos del sector energético donde estaba en juego el 
principio constitucional de libre competencia y concurrencia, y sus corres-
pondientes derechos, ante un conjunto de medidas que buscaban favorecer a 
las empresas productivas del Estado —Petróleos Mexicanos (PEMEX) y la 
Comisión Federal de Electricidad (CFE)— en sus respectivos mercados de 
los hidrocarburos y la electricidad.

En efecto, en diciembre de 2020 se publicó en el Diario Oficial de la 
Federación un Acuerdo que establece las mercancías cuya importación o 
exportación está sujeta a regulación por parte de la Secretaría de Energía, 
el cual, entre otras cosas, complicaba el otorgamiento de permisos para la 
importación de petrolíferos. En el juicio de amparo 16/2021, el Juzgado Se-
gundo de Distrito Especializado en Competencia Económica concedió una 
suspensión con efectos generales en contra de dicho acuerdo secretarial, “ya 
que de otorgar una medida cautelar con efectos concretos para la quejosa, (…) 

6	 P. 152, párr. 335.
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no solo estaría otorgándole una ventaja competitiva frente a los demás parti-
cipantes del sector (de comercialización de petrolíferos), sino que, además, 
podría ocasionar distorsiones en dicho mercado, afectando la competencia 
y el desarrollo (…)”.7 El juzgado de distrito consideró que el principio de 
relatividad de las sentencias debía modularse en el caso concreto para “cum-
plir con el objetivo último de la Constitución, esto es, permitir una mayor 
participación de agentes económicos a efecto de lograr el desarrollo eficiente 
de los mercados y de la población general en una dimensión colectiva”. 

En el mismo tenor, en marzo de 2021 se publicaron las reformas a la Ley 
de la Industria Eléctrica que buscaba priorizar en el despacho eléctrico a la 
generación firme de CFE sobre las centrales eléctricas renovables privadas. 
Decenas de empresas desarrolladoras u operadoras de centrales eléctricas 
presentaron demandas de amparo contra estas reformas. En su oportunidad, 
en el amparo 118/2021, el mismo juzgado de distrito concedió también la 
suspensión con efectos generales considerando que “de otorgar una medida 
cautelar con efectos particulares, es decir, solamente para las quejosas, (…) 
no solo estaría otorgándoles una ventaja competitiva frente a los demás par-
ticipantes que se encuentren en su misma posición, sino que, además, podría 
ocasionar distorsiones en la industria eléctrica, afectando la competencia y 
el desarrollo de dicho sector (…)”.8 Estando en juego los derechos a la com-
petencia y a la libre concurrencia, tanto en una dimensión individual como 
colectiva, era necesaria una medida cautelar general que no provocase los 
“efectos adversos que busca evitar con su otorgamiento, esto es, favorecer 
a un participante de la industria eléctrica sobre sus demás competidores, en 
perjuicio de estos últimos y, principalmente de los usuarios finales”. Bajo la 
argumentación del juzgado, esto no atentaba contra el principio de relatividad 
de las sentencias, sino que lo modulaba, a pesar de que los efectos com-
prendían a todos los participantes del mercado eléctrico mayorista y demás 
particulares que realicen alguna actividad regulada en el sector eléctrico o 
que estén en trámite para ingresar al mismo.

7	 Versión pública de sentencia interlocutoria, p. 37. 
8	 Versión pública de sentencia interlocutoria, p. 36.
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La primera parte de la argumentación en los dos casos anteriores parecería 
la mera reiteración de la crítica al principio de relatividad por dejar en condi-
ción de desventaja a quienes no hayan acudido al amparo. La segunda parte 
resulta más interesante y provocadora, y tiene que ver con una concepción 
economicista de los derechos de los consumidores o los usuarios finales de 
petrolíferos o energía eléctrica, como función de las condiciones de compe-
tencia en los mercados respectivos. 

Llegamos entonces a febrero de 2024, cuando el titular del Ejecutivo fede-
ral presentó numerosas iniciativas para enmendar la Constitución mexicana, 
entre ellas la de reforma judicial objeto de esta obra. En esa oportunidad, el  
presidente acusó a la SCJN y a algunos jueces de erigirse indebidamente 
en órganos legislativos al haber adoptado criterios contrarios al principio 
de relatividad en el juicio de amparo, e incluso en acciones y controversias, 
concediendo suspensiones con efectos generales respecto de leyes del Con-
greso de la Unión.

El presidente López Obrador reconoció en su iniciativa9 que la tendencia 
jurisprudencial referida tiene una “lógica tutelar de derechos con dimensión 
colectiva o difusa”, limitándose a afirmar que ha resultado “poco uniforme, 
contradictoria e incluso discrecional”, pero sin analizar a detalle la naturaleza 
de los derechos que se habían estado protegiendo, y sin detenerse a explicar 
las razones de la falta de uniformidad, la contradicción o la discrecionalidad. 
Aun así, el presidente arguyó una “grave intromisión a las facultades consti-
tucionales del Congreso de la Unión y una clara vulneración al principio de 
división de poderes.” 

López Obrador abiertamente propuso (y logró) “rescatar y anclar” a la 
Constitución la “fórmula Otero” para que en ningún caso se puedan emitir 
sentencias con efectos generales en juicios de amparo, al grado de incluir 
las que otorguen suspensiones, además de reiterar que no procederá la sus-
pensión en controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad 
promovidas en contra de normas generales. 

9	 Vid. pp. 34 a 38 de la iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman, adicionan y 
derogan diversas disposiciones de la Constitución, en materia de reforma del Poder Judicial, 
Gaceta Parlamentaria, Cámara de Diputados, 5 de febrero de 2024.
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Una de las consecuencias más relevantes de este cambio es que se ha 
cerrado la puerta al desarrollo de una línea jurisprudencial que podría haber 
sido determinante para la protección de derechos humanos, especialmente los 
derechos colectivos. Si desde los poderes Ejecutivo y Legislativo detectaron 
excesos en la definición como “colectivos” de ciertos derechos o por cual-
quier otra razón —lo cual, sobra mencionar, no era descartable—, el propio 
marco institucional estaba disponible para corregirlos mediante los medios 
de impugnación al alcance y el sistema de responsabilidades de los servidores 
públicos jurisdiccionales. 

Ahora bien, para entender a cabalidad las implicaciones de parte de la 
reforma judicial, se puede realizar un ejercicio hipotético de cómo se analiza-
rían las impugnaciones a las modificaciones a la Ley de la Industria Eléctrica 
(LIE), tanto por empresas privadas con interés jurídico como por organiza-
ciones ambientalistas. 

En el primer supuesto, las empresas privadas quizá no hubieran estado 
en posibilidad de obtener una medida cautelar efectiva, pues se antoja téc-
nicamente complicado aplicar un orden de despacho eléctrico económico 
para quien obtuviera la suspensión, de manera que luego entrase CFE con 
sus contratos de cobertura eléctrica con compromiso de entrega física y, por 
último, despachar a cualesquiera “energías limpias” que no hubieran obtenido 
una suspensión.

Bajo el segundo supuesto, la reforma objeto de este capítulo es un grave 
golpe a la acción judicial climática y, en general, ambiental, la cual estaba ha-
ciéndose de herramientas para detener normas generales violatorias del derecho 
a un medio ambiente sano, combinado con la estrategia procesal del interés le-
gítimo defendido por las organizaciones ambientalistas. En este caso, la posible 
violación se producía por la alta probabilidad de que implementar la reforma 
a la LIE maximizara la generación eléctrica en la matriz energética mexicana 
mediante combustóleo con alto contenido de azufre. En futuros casos análogos, 
será de lamentarse la imposibilidad de suspender con efectos generales una nor-
ma que cause potenciales afectaciones irreparables al ambiente propicio para la 
salud humana, y que erosione el principio precautorio aplicable en esta materia.

El cambio constitucional pone en evidencia un claro giro de deferencia a 
los poderes representativos, Legislativo y Ejecutivo, limitando el alcance de 
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los jueces para frenar normas generales que puedan vulnerar derechos funda-
mentales —con lo que esto implica para el sistema de pesos y contrapesos—. 
Esta situación no sólo favorece a los Congresos y órganos administrativos 
que emiten disposiciones de carácter general, sino que también refuerza la 
tendencia histórica a que el acceso a la justicia constitucional quede reser-
vado para aquellos que tienen los recursos suficientes para litigar un juicio 
de amparo. Así, el pretendido respeto a la “voluntad popular”, antepuesta a 
los derechos de colectivos vulnerables, se vuelve paradójicamente elitista y 
despoja de poder a quienes carecen de la capacidad económica para llevar 
sus demandas ante los tribunales.

A pesar de este retroceso, sumado a la reestructuración radical que está 
sufriendo el Poder Judicial de la Federación, es importante que se exploren 
alternativas para mitigar las limitaciones en cuanto a las sentencias y sus-
pensiones con efectos generales. Así, por ejemplo, habría que buscar que 
funcione con agilidad el sistema de jurisprudencia por reiteración establecida 
por los Tribunales Colegiados de Circuito, o por precedentes establecida por 
la SCJN, para que una norma general que se ha determinado inconstitucional 
sea retirada a la brevedad posible del orden jurídico mediante la declaratoria 
general de inconstitucionalidad. 

En conclusión, esta reforma marca un punto de inflexión en el acceso a la 
justicia constitucional y en la protección de derechos humanos, sobre todo 
los de carácter colectivo, y especialmente en el ámbito ambiental. Asimismo, 
abre la puerta a la consolidación de un sistema jurídico todavía más exclu-
yente, donde sólo los actores con recursos puedan beneficiarse de la justicia 
constitucional. Finalmente, debilita a los medios de control constitucional y 
aleja a México aún más, si cabe, del ideal del Estado constitucional y demo-
crático de derecho. 


